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Sobre: 
Daños y Perjuicios  

Panel integrado por su presidente el Juez Steidel Figueroa, la Juez 
Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand. 

 
Rivera Marchand, Juez Ponente 
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos la doctora María de los A. González 

Morales (González Morales)  y  solicita que revoquemos la 

sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (“TPI”), el 18 de mayo de 2016. El foro 

primario desestimó el caso de epígrafe por considerar  que la parte 

apelante instó la demanda de epígrafe fuera del término 

prescriptivo conforme al artículo 1868 del Código Civil de Puerto 

Rico. Veamos. 

I. 

La doctora González Morales fue estudiante de la 

Universidad del Turabo en Puerto Rico, la cual forma parte del 

sistema universitario Ana G. Méndez desde el año 2006 hasta 

junio de 2013 en que completó su grado doctoral en Psicología. El 

22 de febrero de 2013 el Decano Asociado de psicología y Trabajo 

Social, Edward H. Fankhanel, le cursó una carta a la apelante 

notificándole que un comité de ética la investigó por unas 
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expresiones emitidas a un periódico de circulación general y 

determinó que había faltado al Código de Ética de la APA, Estándar 

9.01.1 Por ello, se le propuso a la peticionaria un plan remediativo 

en el que aclararía las expresiones vertidas.2  

En relación a lo anterior,  el 1 de marzo de 2013, González 

Morales suscribió una carta al Decano de la Escuela de Ciencias 

Sociales de la Universidad del Turabo, Dr. Marco A. Gil de la 

Madrid, en la que solicitó la reconsideración de la referida 

determinación.3 Expresó que luego de una reunión que sostuvo 

con el comité de ética en relación a las declaraciones que realizó al 

periódico Primera Hora en su carácter profesional, publicó el 2 de 

febrero de 2013 una nota aclaratoria en el mencionado periódico.4 

Además, precisó que no está conforme con la determinación del 

comité respecto a que cometió la falta imputada.5  

En respuesta a la solicitud de reconsideración, el 19 de 

marzo de 2013, el decano Gil de la Madrid, dirigió una carta a 

González Morales en la que expresó que el comité de ética revaluó 

la situación, no obstante, reiteró que esta violó el Código de Ética 

de la APA, Estándar 9.01.6 Además, se le instruyó desistir de 

comentarios públicos que podrían considerarse faltas éticas bajo el 

Código de Ética de la APA y la Junta Examinadora de Psicólogos de 

Puerto Rico, quienes rigen el Programa de Psicología de la 

Universidad del Turabo.7 Por último, la mencionada carta 

especificó que la determinación final del comité de ética formaría 

                                                 
1 Informe- Comité de Ética Plan Remediativo, Apéndice de la parte Apelante, en 
la pág. 31. 
2 Íd.  
3 Solicitud de Reconsideración, Apéndice de la parte apelante, en la pág. 34. 
4 Íd. Véase reporte del periódico Primera Hora del sábado, 2 de febrero de 2013, 

Apéndice de la parte apelante, en la pág. 36. 
5 Íd. en la pág. 35. 
6 Carta del 19 de marzo de 2013 en contestación a la solicitud de 

reconsideración, Apéndice de la parte apelante, en la pág. 37. 
7 Íd. 
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parte del expediente académico del Programa Graduado de 

Psicología de la Universidad del Turabo.8  

Posteriormente, el 19 de julio de 2014, González Morales 

solicitó en la registraduría de la Universidad del Turabo examinar 

su expediente académico.9 Al verificarlo, se percató que estaba 

incompleto.  Por ello, regresó el 4 de septiembre de 2014 y logró 

examinar la totalidad del expediente, más solicitó copia del 

mismo.10 Sin embargo, le expresaron que tenía que solicitar por 

escrito la copia del expediente a la Dra. María del Carmen Santos, 

decana de la Escuela de Ciencias Sociales y Humanas. Al así 

hacerlo, la decana Santos le respondió que no se le podía dar copia 

porque “era para procesos administrativos del programa”.11 Por 

consiguiente, el 25 de septiembre de 2014 el Lcdo. Edward García 

Rexach le solicitó por escrito a la Dra. Santos copia de la totalidad 

del expediente de la apelante.12  

Así las cosas, el 9 de septiembre de 2015, González Morales 

presentó una demanda sobre daños y perjuicios y en solicitud de 

remedios provisionales al amparo de la Regla 56 de Procedimiento 

Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V., R. 56. Alegó que las acciones de la parte 

apelada eran contrarias a derecho, y le causaron daños 

emocionales y daños a la reputación de esta pues la situación 

mencionada fue compartida con otros psicólogos.13 También 

solicitó al TPI que la parte apelada entregara el expediente 

académico en su totalidad, y además, que el foro primario emitiera 

una orden para que la parte apelada detuviera todo estudio, 

                                                 
8 Íd.  
9 Sentencia, Apéndice de la parte apelante, en la pág. 54.  
10 Véase Demanda Enmendada y Solicitud de Orden bajo Regla 56 de 

Procedimiento Civil según enmendadas, Apéndice de la parte apelante, en la 

pág. 17. 
11 Íd. 
12 Íd. 
13 Demanda, Apéndice de la parte apelante, en la pág. 4. 
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publicación, conferencia y/o cualquier acción relacionada al 

contenido del referido expediente académico.14  

El foro primario celebró una vista el 30 de septiembre de 

2015 y durante la misma la universidad acordó entregar copia del 

expediente.  Además, acordaron que la información que surge del 

mismo no se utilizara para tomar acción contra la apelante. Luego 

de haberse entregados los expedientes, el 27 de octubre de 2015, 

González Morales enmendó la demanda para incluir otras partes 

demandadas.15  

Por su parte, la parte apelada solicitó la desestimación de la 

demanda de epígrafe. Adujo que el evento que da paso a la 

demanda de epígrafe ocurrió el 19 de marzo de 2013 y que desde 

entonces no se interrumpió el término prescriptivo.16 Arguyó que la 

demanda fue presentada el 9 de septiembre de 2015 ya pasado el 

término prescriptivo de un (1) año dispuesto en el Código Civil de 

Puerto Rico.17 Enfatizó que la falta crasa de diligencia requerida 

por la apelante fue el factor que ocasionó que no presentara la 

acción correspondiente dentro del término prescriptivo de un (1) 

año.18 Por lo anterior, solicitó la desestimación de la demanda en 

su contra por estar prescrita.19  

 La apelante se opuso a la desestimación presentada. Alegó 

que los actos de la parte apelada no se detuvieron en ningún 

momento hasta que se presentó la demanda y se logró el 

acuerdo.20 Sostuvo que cuando le entregaron la totalidad del  

expediente es que conoció nuevos hechos, entre ellos, que de su 

caso se compartió información y se utilizó evidencia proveniente de 

                                                 
14 Íd. en la pág. 6. 
15 Moción Notificando Demanda Enmendada, Apéndice de la parte apelante, en 

la pág. 12. 
16 Moción de Desestimación, Apéndice de la parte apelante, en la pág. 29. 
17 Íd. 
18 Íd. 
19 Íd. 
20 Oposición a Moción de Desestimación, Apéndice de la parte apelante, en la 

pág. 41. 
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la Asociación de Psicólogos y la Junta Examinador de Psicólogos de 

la Salud de Puerto Rico.21 Arguyó que sigue sufriendo daños pues 

las acciones ilegales de la parte apelada han afectado la capacidad 

profesional de actuar como perito en su área.22 Por último,  planteó 

que la parte apelada no podía alegar prescripción ya que las partes 

hicieron ciertos acuerdos, entre ellos, que los hechos del caso se 

iban a dirimir.23  

 El foro primario emitió la sentencia apelada en la que 

determinó que en el caso de epígrafe procedía la desestimación por 

presentarse la demanda fuera del término prescriptivo de un (1) 

año conforme a nuestro estado de derecho. Concluyó que desde el 

25 de febrero de 2013, la apelante tuvo conocimiento de los 

alegados daños sufridos y los actores que se lo causaron.24 Añadió 

que formalmente el 19 de marzo de 2013, la peticionaria fue 

notificada sobre la determinación final del comité de ética 

mediante la cual se concluyó que González Morales había violado 

los cánones de ética profesional.25 Destacó el foro apelado que 

desde el 19 de marzo de 2013, la apelante no interrumpió el 

término prescriptivo previo a presentar la demanda el 9 de 

septiembre de 2015.  

El foro primario, a su vez, expuso que el 4 de septiembre de 

2014 la apelante tuvo acceso a su expediente al poderlo revisar en 

su totalidad. Por tanto, indicó que fue en ese momento que 

González Morales se percató que del mismo se desprendía toda la 

referida información y sobre las faltas que cometió a los cánones 

de ética de la APA.26  

                                                 
21 Íd., en la pág. 42. 
22 Íd, en la pág. 44. 
23 Íd. 
24 Sentencia, Apéndice de la parte Apelante, en la pág. 57. 
25 Íd. 
26 Íd., en la pág. 58. 
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Ante ello, el TPI desestimó la demanda al determinar que se 

presentó fuera del término prescriptivo de un (1) año contados a 

partir del momento en que la demandante conocía los elementos 

necesarios para poder ejercer su causa de acción, es decir, desde el 

19 de marzo de 2013.27 

Inconforme con el referido dictamen, la apelante acude ante 

este foro y señaló como único error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

determinar que la causa de acción estaba prescrita y 
no aplicar la doctrina de daños continuos.  

 

Luego de evaluar los escritos presentados, estamos en 

posición de resolver. 

II. 

A. Desestimación bajo la Regla 10.2 de Procedimiento Civil 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, 

establece que toda defensa de hechos o de derecho contra una 

reclamación se expondrá en la alegación respondiente que se haga 

a las mismas, en caso de que se requiera dicha alegación 

respondiente, excepto que, a opción de la parte que alega, las 

siguientes defensas pueden hacerse mediante moción debidamente 

fundamentada: (1) falta de jurisdicción sobre la materia; (2) falta 

de jurisdicción sobre la persona; (3) insuficiencia del 

emplazamiento; (4) insuficiencia del diligenciamiento del 

emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio; y (6) dejar de acumular una 

parte indispensable.  32 L.P.R.A. Ap. V, R. 10.2.  

En El Día, Inc. v. Mun. de Guaynabo, 187 D.P.R. 811, 820-

821 (2013) citando a Consejo Titulares v. Gómez Estremera et al., 

184 D.P.R. 407, 423 (2012), el Tribunal Supremo esbozó que la 

desestimación de una demanda no procede a menos que se 

                                                 
27 Íd. 
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desprenda con toda certeza que el demandante no tiene derecho a 

remedio alguno bajo cualquier estado de hechos que puedan ser 

probados en apoyo a su reclamación. De este modo, los tribunales 

tienen el deber de considerar, si a la luz de la situación más 

favorable al demandante y resolviendo toda duda a favor de éste, la 

demanda es suficiente para constituir una reclamación válida. Íd.  

B. Teoría General de Daños y Perjuicios 

El artículo 1802 del Código Civil es el origen de la 

responsabilidad civil extracontractual. El mismo establece que “[e]l 

que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o 

negligencia, está obligado a reparar el daño causado.” 31 L.P.R.A. 

sec. 5141.  Para que progrese una acción por daños y perjuicios 

bajo el artículo 1802 es necesario probar la ocurrencia de una 

acción u omisión culposa o negligente que ocasiona un daño y la 

existencia del nexo causal entre ambos.  Colón Santos v. Coop. Seg. 

Mult. P.R., 173 D.P.R. 170, 177 (2008). Es decir, procede la 

reparación de un daño cuando se demuestran los siguientes 

elementos indispensables: (a) la existencia de una acción u 

omisión producto del acto ilícito extracontractual; (b) la 

antijuricidad de la misma; (c) la culpa o negligencia del agente; (d) 

la producción de un daño; y, (e) la relación de causa a efecto entre 

la acción u omisión y el daño. Valle v. E.L.A., 157 D.P.R. 1, 14 

(2002).  

El concepto de daño fue definido por el Tribunal Supremo en 

López v. Porrata Doria, 169 D.P.R. 135, 151 (2006) como “todo 

menoscabo material o moral causado al contravenir una norma 

jurídica, que sufre una persona y del cual haya de responder otra”. 

Por otro lado, la culpa o negligencia es la falta del debido cuidado 

que consiste en no anticipar y prever las consecuencias racionales 

de un acto, o la omisión de un acto, que una persona prudente y 
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razonable habría previsto en las mismas circunstancias. Rivera v. 

S.L.G. Díaz, 165 D.P.R. 408, 421 (2005). Ahora bien, el deber de 

previsión no se extiende a todo peligro imaginable, sino al que una 

persona prudente y razonable anticiparía. Hernández v. Gobierno 

de la Capital, 81 D.P.R. 1031, 1038 (1960).  

La diligencia exigible en estos casos es la que correspondería 

ejercitar a un buen padre de familia o a un hombre prudente y 

razonable. Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 D.P.R. 294, 309 (1990). De 

igual manera, tampoco es necesario que se haya anticipado la 

ocurrencia del daño en la forma precisa en que ocurrió; basta con 

que el daño sea una consecuencia natural y probable del acto u 

omisión negligente. Tormos Arroyo v. D.I.P., 140 D.P.R. 265, 276 

(1996).  

Los daños pueden ser patrimoniales o morales. Cintrón 

Adorno v. Gómez, 147 D.P.R. 576, 587 (1999). El daño patrimonial 

consiste en el menoscabo (valorable en dinero) sobre el patrimonio 

del perjudicado. En cambio, los daños no patrimoniales “son 

aquellos cuya valoración en dinero no tiene la base equivalencial 

que caracteriza a los patrimoniales, por afectar precisamente a 

elementos o intereses de difícil valoración pecuniaria”. El daño 

moral es un concepto amplio que abarca desde el dolor físico o 

corporal, las angustias mentales, hasta los daños o lesiones 

corporales. Sagardía de Jesús v. Hospital, 177 D.P.R. 484, 500-

501, 507 (2009).   

C. Prescripción extintiva 

La prescripción existe por “motivos de necesidad y utilidad 

social”. Arrieta v. Chinea Vda. De Arrieta, 139 D.P.R. 525, 539 

(1995).  En ese sentido, la figura de la prescripción promueve el 

pronto reclamo de los derechos a la vez que se protege al obligado 

de la eterna pendencia de un reclamo en su contra. La 
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prescripción pretende castigar la inercia del titular del derecho que 

provoca incertidumbres.  Plaza de Descuento v. E.L.A., 178 D.P.R. 

777 (2010).  El término prescriptivo es fundamental para asegurar 

la solución expedita de reclamaciones. Además, brinda una 

protección contra reclamaciones antiguas que resultan difíciles de 

resolver ante la pérdida de prueba documental o testimonial. Íd.  

Este tipo de reclamación extracontractual está sujeta al 

término prescriptivo dispuesto en el artículo 1868 del Código Civil, 

el cual establece que “[p]rescriben por el transcurso de un (1) año: 

[l]a acción para exigir la responsabilidad civil por injuria o 

calumnia, y por las obligaciones derivadas de la culpa o 

negligencia de que se trata en la §5141 de este Código desde que lo 

supo el agraviado”. 31 L.P.R.A. sec. 5298. Una vez comienza a 

computarse el periodo de prescripción, las acciones pueden 

interrumpirse mediante su ejercicio ante los tribunales, una 

reclamación extrajudicial o por el reconocimiento de la obligación 

por parte del deudor. Art. 1873 del Código Civil de Puerto Rico, 31 

L.P.R.A. sec. 5303. De no interrumpirse debidamente, la 

prescripción acarrea la desestimación de cualquier demanda 

presentada fuera del término previsto para ello.  Rivera v. Municipio 

de San Juan, 170 D.P.R. 149 (2007); Maldonado v. Russe, 153 

D.P.R. 342, 347 (2001).   

En relación al cómputo del término prescriptivo, en los casos 

de responsabilidad civil extracontractual, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico adoptó la teoría cognoscitiva del daño. Colón Prieto v. 

Géigel, 115 D.P.R. 232, 243-247 (1984). Esta teoría establece que 

el término de prescripción comienza a transcurrir cuando el 

reclamante conoció o debió conocer el daño sufrido, el autor del 

daño, y los elementos necesarios para poder ejercitar efectivamente 

la causa de acción.  Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, 188 

D.P.R. 365, 374 (2012); Colón Prieto v. Géigel, supra, págs. 246-
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247.  Sin embargo, el desconocimiento que impide ejercer la causa 

de acción no puede ser producto de la falta de diligencia del 

reclamante. Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra. 

Un aspecto importante para poder determinar si el término 

para reclamar ha transcurrido es examinar el tipo de daño 

ocasionado, pues el mismo varía dependiendo de si  sufrió un daño 

continuado o si, por el contrario, ha sufrido daños sucesivos a 

consecuencia de la actuación del demandado.  Nazario v. E.L.A., 

159 D.P.R. 799 (2003).   

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha descrito los daños 

continuos como:  

... aquellos producidos por uno o más actos culposos o 
negligentes imputables al actor, coetáneos o no, que 
resultan en consecuencias lesivas ininterrumpidas, 

sostenidas, duraderas sin interrupción, unidas entre 
sí, las cuales al ser conocidas hacen también que se 

conozca --por ser previsible-- el carácter continuado e 
ininterrumpido de sus efectos, convirtiéndose en ese 
momento en un daño cierto compuesto por elementos 

de un daño actual (aquel que ya ha acaecido), y de 
daño futuro previsible y por tanto cierto.  Toro Rivera 
v. Estado Libre Asociado, 194 DPR __ (2015), 2015 
TSPR 172.   Santiago v. Ríos Alonso, 156 D.P.R. 181 

(2002); Galib Frangie v. El Vocero, 138 D.P.R. 560 
(1995).   
 

 Es decir, los daños continuados son producidos por uno o 

más actos imputables al actor en el cual el daño posterior tiene 

que ser previsible, y por tanto, constituye una sola causa de 

acción. Rivera v. Municipio de San Juan, supra; Nazario Acosta v. 

E.L.A., supra.   

III. 

En síntesis, González Morales alegó que sufrió daños 

morales y daños a su reputación toda vez que de su expediente 

académico se desprende que había sido investigada por un comité 

de ética y que estos concluyeron que la apelante violó el Código de 

Ética de la APA, Éstandar 9.01. Entre sus argumentos, sostuvo 
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que en esta controversia aplica la doctrina de los daños 

continuos.28  

La parte apelada, por otro lado, presentó su alegato en 

oposición. Reiteró su postura respecto a que la apelante tuvo 

conocimiento desde el 25 de febrero de 2013 que un comité de 

ética determinó que había faltado al estándar ético de la APA 9.01 

y que formalmente esta fue notificada de la referida determinación 

el 19 de marzo de 2013.29 Recalcó que desde entonces la 

peticionaria no interrumpió de forma alguna el término 

prescriptivo para presentar la demanda.30 Agregó que aún si se 

considerara la fecha más favorable para la apelante, siendo esta el 

de 4 septiembre de 2014, día en que la apelante tuvo acceso al 

expediente en controversia, la demanda de epígrafe estaría 

prescrita pues González Morales presentó la demanda de epígrafe 

el 9 de septiembre de 2015.31 Así, arguyó que desde que González 

Morales revisó el expediente pudo prever los daños que sufriría, 

por lo que desde ese momento transcurrió el término 

prescriptivo.32 

Ante este escenario en que las causas de acción presentadas 

al amparo del artículo 1802 del Código Civil, supra, tienen la 

particularidad de una vida limitada pues la persona perjudicada 

tiene un término prescriptivo de un (1) año para presentar su 

reclamación, es necesario identificar el momento exacto en que la 

persona perjudicada advino en conocimiento del daño sufrido y el 

autor que lo ocasionó.  

Hemos evaluado  la postura de la apelante en la cual alegó 

que sus daños son continuos y que los mismos cesaron el 30 de 

septiembre de 2015, cuando las partes llegaron a los acuerdos 

                                                 
28 Apelación, en la pág. 13. 
29 Alegato en Oposición a Apelación, en las págs. 3-4. 
30 Íd. 
31 Íd. en la pág. 6. 
32 Íd. en la pág. 8. 
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mencionados. Sin embargo conforme la normativa antes expuesta 

concluimos  que no le asiste la razón. González Morales conocía 

desde el 19 de marzo de 2013, sobre la determinación final del 

comité de ética, el cual realizó una investigación por unas 

declaraciones que esta hizo al periódico Primera Hora. Desde ese 

momento, la apelante tenía pleno conocimiento de que el comité de 

ético concluyó que había violado el Código de Ética de la APA, 

Estándar 9.01.  

Además, la carta del 19 de marzo de 2013, suscrita por el 

decano Gil de Lamadrid, expresamente establece que la 

determinación final del comité de ética formaría parte del 

expediente académico del Programa Graduado de Psicología de la 

Universidad del Turabo. Por último, cabe destacar que no surge del 

expediente acto alguno que haya interrumpido de forma alguna el 

término de prescripción que dispone el artículo 1868 del Código 

Civil, supra. 

A esos efectos, actuó correctamente el foro primario al 

desestimar la causa de acción contra la parte apelada por 

prescripción.     

IV. 

Por los fundamentos expuestos, confirmamos la Sentencia 

emitida por el foro primario.   

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


